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MON GRAFIA 

Estado autonómico 
y gobierno del territorio 

La economía de la 
organización y el 
funcionarniento del 
Estado Autonómico 

La estructura y la lógica del Estado 
con la organización territorial del 
definido por la Constirución están 

determinadas, básicamente, por los dos 
siguientes factores: 

a) La distribución del poder público 
constituido, es decir, de las competen­
cias entre las distintas instancias terri­
to riales. 

b ) La organización y el funciona ­
miento de cada uno de los subsistemas 
que dichas instancias territoriales for­
man como consecuencia y en su fun­
ción justamente de su (nueva) condi­
ción de elementos de un específico sis­
tema global, y, por tanto, la estructura 
(organización y funcionamiento) de és­
te último como tal. 

Ambos factores dan lugar a dos ór­
denes diferentes de problemas. Como 
ha acabado por establecer reiterada­
mente el Tribunal Constitucional (por 
todas, STC 80/ 1993, de 8 de marzo) (1) 

La colaboración, la articulación recípro­
ca, la interacción positiva y la acción 
conjunta operan sin perjuicio y con in­
dependencia del reparto territorial de 

competencias (no interfiriéndolo); más 
aún, este reparto resul ta ser condición y 
presupuesto de aquéllas relaciones. Sin 
embargo, ambos planos suelen confun­
dirse o, cuando menos, no diferenciar­
se nítidamente en el tratamiento de las 
distintas cuestiones que suscita el Esta­
do autonómico. Así ocurre cuando se 
nata de las de índole competencia!, so­
bre las que frecuentemente se proyec­
tan consideraciones de estructura, es 
decir, de organización y funcionamien­
to. La razón, que no justificación, de 
que ello sea así , radica en que el plano 
de la estructura alude al modo de ejer­
cicio de las co mp eten cias, supuesta 
previamente su atribución. 

La evolución del proceso de cons­
trucción del llamado Estado autonómi­
co ha discurrido desde una fase inicial 

(1) En su último [undamento jurídico se dice 
textualmente: «Al igual que en otras ocasiones, 
hemos afi rmado (STC 80/ 1985, fundamento ju­
rldico 2) que la necesidad de asegurar la acción 
conjunta, la in formación recíproca y la maximi­
zación de la eficacia no crea por sí misma com­
petencia alguna para el Estado ni puede ser uti­
lizada por éste para limitar indebidamente las 
competencias autonómicas. Todo ello, en fin, sin 
perjuicio del deber genera1 de colaboración que 
necesariamente ha de presidir las relaciones en­
tre el Estado y las Comunidades Autónomas, 
máxime cuando de actuaciones y actividades 
como las ahora examinadas se trata». 

LUCIANO PAREJO 
ALFONSO 

de p redominio claro de la redistribu­
ción del poder según el esquema cons­
titucional del bloque de la constitucio­
nalidad, en razón de la enfatización del 
momento de «separación» de las piezas 
territoriales inherente al modelo consti­
tucional, hasta la actual de afirmación 
decidida del concurrente momento de 
su «cooperación» o «interacción positi­
va» , con independencia del grado de 
éxito en La práctica de semejante afir­
mación (2). En la jurisprudencia del Tri­
bunal Constitucional se refleja, en efec­
to, La progresiva importancia otorgada, 

(2) Una vez clarificados el marco de referen­
cia y, por tanto, las reglas de juego del proceso de 
decantación del modelo terri torial del Estado, se 
abre un período de consolidación caracterizado 
por el asentamiento de las Comunidades Autó­
nomas y la normalización de su papel y espacio 
propios, no obstante la subsistencia de las dis­
funcionalidades derivadas de la enfatización de 
la separación entre las esferas de acción de las 
distintas instancias territoriales. Porque tales 
consolidación y normalización permi ten que se 
abra paso a la consideración de las exigencias de 
la unidad, del sistema en su conjunto, funda­
mentalmente bajo las [armas de la cooperación 
y la coordinación. Manifestaciones claras son el 
debate politico y científico en torno a las técni­
cas correspondientes, tomando como referencia 
los sistemas y las soluciones federales, así como 
el esfuerzo en la praxis politica y administrativa 
por superar o, al menos, paliar las disfunciones 
observadas, mediante la intensificación de la re­
lación y la negociación. Destacables son, a este 
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desde la STC 18/ 1982, de 4 de mayo, al 
principio constitucional de colabora­
ción interterritorial , que, aún no estan­
do expresamente formulado en la Cons­
titución, es concebido como inherente 
al modelo de Estado constituido (3). 

Desde la perspectiva que aquí intere­
sa, el orden político y la paz social esta­
blecidos y presididos por Ja Constitu­
ción descansan en el valor central de la 
dignidad de la persona y el libre desa­
rrollo de su personalidad en sociedad 
(art. 10.1 CE) y persiguen como objeti­
vo último -conforme expresa el 
preámbulo de la norma fundamental­
el aseguramiento a todos de una digna 
calidad de vida a través de la promo­
ción del progreso de la cultura y de la 
economía. La acción del Estado, visto 
como organización compleja dotada de 
poderes para la continuación del proce­
so de integración social en el seno del 
orden fundamental, consiste, pues, en 
la máxima realización posible en cada 
momento histórico, simultáneamente 
(simultaneidad, en la que se expresa el 
valor de síntesis «calidad de vida»), de 
los sistemas de derechos y deberes 
constitucionales, de un lado, y de los 
principios-objetivos de política eco nó­
mico-social asimismo constitucionali-

úlumo respecto, la reducción convenida de la 
conílictiv1dad ante el Tribunal Constiruc1onal y 
el desarrollo de mecanismos orgánicos y. sobre 
wdo, funcionales (especialmente convenios) de 
colaboración y cooperación en asuntos compar­
tidos, concurrentes o de interés común, y, en el 
plano legislativo, la regulación general de técni­
cas de relación 1nceradmm1strativa, primero en 
la Ley 7/ 1985, de 2 de abnl, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local, y luego en la Ley 
30/ 1992, de 26 de noviembre, de Régimen jurí­
dico de las Admm1strac1ones Públicas y del Pro­
ced1m1ento Administrauvo Común. No puede, 
sm embargo, dejar de subrayarse el lado negau­
vo de estos esfuerzos. que no es otro que, en ge­
neral, el de la as1stematic1dad, el pragmausmo y 
la falta de transparencia de los procedi1111cntos 
empleados, y, en el plano legislativo, la insufi­
ciencia de las regulaciones establecidas. 

(3) Además de la Sentencia citada en el texto, 
véase SsTC 64/ 1982, de 18 de octubre; 
80/ 1985, de 4 de JUiio, 96 1986, de 1 O de JUho, 
46/ 1990, de 15 de marzo; 64/ 1990, de 5 de 
abnl, y 80/ 1993, de 8 de marzo, entre otras. 

zados, de otro. El segundo de estos sis­
temas aparece vertebrado, en lo que 
ahora importa, en torno a los tres ejes 
que definen el progreso o desarrollo 
económico-social (e n la compleja de­
terminación resultante de los artículos 
40, 1 29 y 130 CE), la conservación y 
mejora del medio ambiente (art. 45 CE) 
y la dignidad y la adecuacuación de la 
residencia y habitación (art. 4 7 CE); 
ejes, cuyo juego recíproco obedece en 
último término a una tensión dialéctica 
entre los valores de desarrollo o creci­
miento económicos y de preservación 
del medio natural. Así lo ha establecido 
el Tribunal Constitucional en su Senten­
cia 64/1982, de 4 de no- viembre, con 
la decisiva precisión de la inexistencia 
de prelación general alguna entre ellos 
en la norma fundamenta l y el mandato 
implícito en ésta -vinculante para las 
decisiones de los poderes constituidos 
y, especialmente, del legislador- d e la 
compaginación de los mismos en cada 
caso de forma adecuada. 

La calidad de vida que aspira a pro­
porcionar el orden jurídico-político se 
desagrega, pues, en dos valores-bienes 
mas precisos, no jerarquizados entre s i 
y cuya s imultánea máxima realización 
(en términos de compaginación satis­
factoria) es p resupuesto mismo de la 
efectividad de aquel otro más general o 
abstracto. Tales valores-bienes poseen 
una lógica distinta y propia, que se tra­
duce en su preferente operatividad 
en la dimensión organizativa del Esta­
do- en diferentes escalas. Mientras el 
desarrollo-crecimiento económico re­
quiere, por sus propias características, 
una escala lo mas amplía posible, la pre­
servación del medio natural no puede 
prescindir -por su dependencia de las 
condiciones de los ecosistemas- de es­
calas o ámbitos espacialmente acota­
dos, por no hablar de la vinculación a 
circunstancias muy localizadas del va­
lor relativo a la vivienda adecuada. Se 
explica, así, que la Constitución, por lo 
que hace a la economía, haga gravitar la 
unidad constitucional sobre la unidad 
del orden económico y del mercado, 

atribuya los aspectos generales, básicos 
y de coordinación a las institucionales 
nacionales y contemple incluso instru­
mentos de planificación general (arts. 
148.1.13 y 149.1.13, en relación con el 
131 CE), mientras que en lo atinente al 
medio ambiente, la ordenación de los 
recursos naturales y la vivienda adopte 
una solución noto riamente mas descen­
tralizada (arts. 148.l.3 y 149.l. 23 CE). 

En todo caso existe, según lo dicho, 
una correspondencia entre las vertien­
tes sustantiva y organizativa del o rden 
constitucional, por lo que las compe­
tencias atribuidas a los poderes consti­
tuidos en las matenas relacionadas con 
los valores analizados están servicial­
mente vinculadas a éstos, con la conse­
cuencia de que la capacidad ordenado­
ra específica de los mismos repercute 
inevitablemente en tales competencias. 
Estas no pueden ser, ni son, por ello, 
iguales a las que resultan de la no rmal u 
ordinaria disección de la realidad en 
sectores para el desarrollo de la acción 
de los poderes públicos, pues preten­
den justamente superar la inevitable 
parcialidad o sectorialidad propia de 
ellas mediante la colocación de la refe­
rida acción, además y también, en una 
pcspectiva global o integradora; la pers­
pectiva que proporcionan, cabalmente, 
los valores de que se trata y, en particu­
lar, el territorio. Son, consecuentemen­
te, competencias «horizontales» a las 
que, en paralelo al plano de l orden 
constitucional material y para su más 
adecuado servicio, corresponde con 
naturalidad una función de «o rganiza­
ción» de las competen cias «sectoria­
les». Dicho esto lo está también, por 
tanto, que las primeras juegan, en el 
funcionamiento del Estado complejo 
autonómico, como piezas de «articula­
ción» de las distintas políticas públicas, 
lo que vale decir como elementos de 
condensación de los intereses colecti­
vos de las comunidades territoriales en 
que se articula d icho Estado. En conse­
cuencia, su razón de ser reside la racio­
nalización de los procesos de toma de 
decisiones y de actuación del Estado, en 



un doble sentido: a) asegurando la co­
herencia entre sí de las políticas públi­
cas en el seno o al interior de cada uno 
de las instancias territoriales, es decir, 
posibil itando en cada una de éstas la 
formació n de una suerte de polltica glo­
bal; y b) sirviendo de ejes privilegiados 
(no exclusivos) de interconexión y co­
ordinación ele las pollticas de las dife­
rentes instancias territoriales. Sólo así, 
en efecto, puede llegar a adquirir una 
precisa lógica el complejo juego diná­
mico de La pluralidad de competencias 
públicas derivadas de la doble distribu­
ción vertical (división sectorial) y ho­
rizontal (división territorial) del po­
der público y tomar forma el Estado en 
su conjunto o como sistema (interac­
ción positiva de los subsistemas territo­
riales). 

Además, la distribución entre las ins­
tancias territoriales de las competencias 
horizontales no es casual, si no inheren­
te al pluralismo territorial propio del 
Estado autonómico. La asignación de 
dichas competencias responden (al 
menos por lo que hace a la responsabi­
lidad principal sobre la correspondien­
te política: económica, de utilización ra­
cional de los recursos y preservación 
del medio ambiente y de habitación-re­
sidencia) a la identificación de los co­
rrespondientes valores-bienes consti­
tucionales con intereses básicos de las 
comunidades nacional, autonómica y 
local. En ella se manifiesta, pues, una 
opción constitucional excluyente de la 
posibilidad de realización del orden 
fundamental (en último término, la ca­
lidad de vida) como resultado de la ac­
ción independiente y aislada de cada 
una de las instancias territoriales de la 
organización del Estado y exigente, por 
tanto, de la combinación específica y 
cooperativa de la actuación de todas 
ellas en términos de lealtad y desde la 
idea de su complementariedad en y 
desde su diferencia. 

Cae por su peso, así, la íntima de­
pendencia entre reparto y desarrollo 
correctos de las competencias-políticas 
y adecuado grado de colaboración y co-

operación interritoriales en el Estado 
autonómico. El aún deficiente estado 
de desarrollo , institucionalización y 
práctica de las técnicas de cooperación, 
colaboración y coordinación, como re­
sultado sin duda de la específica lógica 
seguida en la construcción del Estado 
autonómico, viene incidiendo negati­
vamente en la coherencia de las políti­
cas públicas y, por tanto, en la efectivi­
dad del orden constitucional, con espe­
cial repercusión en el ámbito de la 
racional utilización de los recursos na­
turales y, más concretamente, de la 
organización del espacio o del territo­
rio; ámbito que, por la propia naturale­
za de las cosas, impone la concurrencia 
en la acción de todas las instancias te­
rritoriales. De ahí que en el se manifies­
te con especial intensidad el déficit que 
aún se padece en punto al esencial 
principio en los Estados altamente des­
centralizados acuñado por los alema­
nes como Einigung zum Gesamteifolg 
(unión para el éxito de conjunto). 

De todas formas , no puede perderse 
de vista que tampoco las aquí califica­
das como competencias horizontales 
representan espacios decisionales y de 
acción claramente diferenciados y se­
parados entre sí. Antes bien éstos se 
ofrecen íntimamente imbricados, for­
mando prácticamente un continuum, lo 
que hace de dichas competencias ele­
mentos claves para la recuperación, en 
el decisivo momento dinámico de fun­
cionamiento del Estado articulado so­
bre el pluralismo territorial, de la uni­
dad de la Administración (4). De entre 

(4) Se ennende aquí por unidad de Adm111is­
tración no un pnncip10 organizativo interno de 
ésta, ni tampoco una idea o regla de política de 
organización del poder público administranvo 
en su conjunto, s1110 más bien un princ1p10 in­

herente a todo sistema plu ralista, conforme al 
cual ese su pluralismo no diluye su condición 
sistémica, ni su idoneidad para la persecución 
de objetivos comunes y la consecución de los re­
sultados correspondientes. Un tal principio de­
be entenderse 111herentes a nuestro Estado, en 
cuanto éste aparece organizado por un único or­
den constitucional. 

las competencias-políticas de este tipo 
destaca sin duda la de ordenación terri­
torial, en tanto que su vocación es la de 
servir de locus idóneo para la armoni­
zación (compaginación, en la termino­
logía de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional) entre las exigencias del 
progreso o crecimiento económicos y 
las de la preservación del medio natu­
ral, especialmente de la utilización ra­
cional de los recursos naturales (clara­
mente hoy, una vez asumida la filosofía 
del llamado «desarrollo sostenible»), a 
través de la organización del espacio o 
del territorio. 

El territorio, la política 
territorial y las 
c01n petencias de 
ordenación territolial 

Destaca así la importancia del con­
cepto mismo de territorio. Este no es, 
para la Constitución y según resulta de 
sus artículos 45 y 47, d e un lado, y 
148. l .3, de otro, únicamente el suelo; 
se asume en ella más bien, huyendo de 
cualquier visión simple y reduccionis­
ta, un concepto amplio, a tenor del cual 
el territorio es prácticamente el mundo 
en el que está y al que se enfrenta el 
hombre, el co njunto de los recursos 
naturales que integran su medio vital y, 
hablando en términos de Derecho, el 
mundo de las cosas (básicamente las 
inmuebles) en sentido jurídico. De ahí 
justamente el amplio significado que 
tiene la expresión francesa «amenage­
ment du territo ire», incorrectamente 
traducido entre nosotros como «orde­
nación del territorio». Consecuente­
mente, el territorio representa la di­
mensión espacial de toda actividad, 
pública o privada, lo que justifica des­
de luego la muy amplia definición que 
de el consagra la Carta Europea de Or­
denación del Territorio (5) y determi­
na la pertinencia de ésta en nuestro De­
recho. 

Desde el punto de vista no tanto de la 
acción concreta de directa utilización o 
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aprovechamiento del territorio por los 
distintos agentes (públicos o privados), 
si no más precisamente del de la orde­
nación, regulación, dirección o gobier­
no de esa acción, es claro que los p o­
deres públicos capaces de efectuar tal 
ordenación o gobierno tienen enco­
mendada la producción y de hech o 
producen: 

a) Diversas políticas públicas que in­
ciden o repercuten en el territorio (esta 
comprobación elemental remite a la 
construcción territorialmente plural del 
Estado, es decir, a la coexistencia de di­
versos gobiernos sobre una población y 
un territorio únicos), es decir, el gobier­
no sobre el territorio; y 

b) Una política específicamente te­
rritorial, es decir, dirigida justamente a 
la racionalización del conjunto de las 
políticas y, por tanto, acciones públicas 
en la medida misma de su repercusión 
en el territorio, lo que vale decir el go­
bierno del territorio. 

Resulta así la doble componente de la 
ordenación del territorio a la que alude 
la Sentencia del Tribunal Constitucional 
149/ 1991, de 4 de julio: dicha ordena­
ción es desde luego, y conforme al tex­
to constitucional, una competencia, pe­
ro sin reducirse por ello a una técnica, 
por ser también necesariamente una 
política de gran amplitud, la amplitud 
que le oto rga cabalmente la Carta Euro­
pea antes mencionada. 

(5) La citada Carta Europea, aprobada en 
1983, define la ordenación del territorio como la 
expresión física o espacial de la política econó­
mica, social, cultural y ecológica de toda la so­
ciedad y destaca su naturaleza funcional com­
pleja, tributaria de diversas perspectivas y d1sci­
plmas, asi como su finalidad de consecución de 
un desarrollo equilibrado del territorio a través 
de una adecuada organización de la urilizac1ón 
humana de éste. 

El proyecto de Ley de Medidas de Polínca Te­
rmorial, Suelo y Urbanismo presentado por el 
Consejo de Gobierno de la Comunidad de Ma­
dnd a la Asamblea de Madrid, actualmente en 
trámite en ésta, mvoca expresamente dicha Car­
ta en su Exposición de Motivos como íunda­
menco de la regulación de la ordenación territo­
rial que pretende establecer. 

La o rd enación del te rritor io es, 
pues, una competencia y una política o, 
si se prefiere, una política y una com­
petencia. Lo decisivo es, sin embargo, 
que, en cuanto competen cia, no puede 
desarrollarse y ejercerse sino teniendo 
en cuenta que está al servicio de aque­
lla política, justamente para lograr la 
compatibilizació n, composición o ar­
monización (en definitiva, la coheren­
cia, que no es otra cosa que la raciona­
lidad de que habla la Constitución) de 
las políticas emanadas de los d iversos 
gobiernos que se superponen sobre el 
territorio (y la población). Es evidente, 
en efecto, que este fin de la ordenación 
territorial como compleja política pú­
blica (que se s irve instrumentalmente 
d e las dis tintas competencias, pero 
fundamentalmente de la competencia 
d e ordenación del territorio o, mas 
precisamente, de las competencias de 
ordenación física: la de ordenación del 
territo rio en sentido estricto y la de ur­
banismo) requiere la adopción de deci­
siones fruto de una ponderación y va­
loración previas de los intereses que se 
hagan presentes, concu rrencialmente, 
en la utilización o el destino de los re­
cu rsos naturales, del medio físico ; pon­
deración y valoración, para las que va­
le como modelo de referencia el esta­
blecido para la resolución d e coli­
siones, conflictos o tensiones entre de­
rechos fundamentales, libertades pú­
blicas o bienes con stitucionalmente 
protegidos y, por tanto, también l.º) la 
dis tin ción al efecto entre un núcleo 
esencial (resistente e indeformable en 
toda colisión) y un contenido restante 
(flexible y moldeable o adaptable en ca­
so de conflicto o colisión ); y 2. 0 la afir­
mación d e que el resultado d e toda 
composición o armonización (la solu­
ción final ) debe actuar sobre el segun­
do término de la precedente distinción, 
dejando siempre intocado e indemne 
el primero de ellos (lo que significa en 
el terreno que nos ocupa: interdicción 
del sacrificio del núcleo último o esen­
cial de todas las competencias concu­
rrentes -en tanto que serviciales de los 

intereses presentes y considerados­
como límite de la operación de ponde­
ración conducente a la formalización 
de la p olftica de ordenación del territo­
rio). En definitiva, pues, en el caso de la 
ordenación territorial se está ante una 
variante -aunque sin duda esencial y 
especialmente exigente, por razón de la 
naturaleza y características del territo­
rio, es decir, de los recursos naturales­
de la necesaria coordinación y cohe­
rencia de la acción del conjunto de los 
poderes públicos, aspecto clave de los 
Estad os descentralizados territorial­
mente, como ya ha quedado antes ra­
zonado. La peculiar tensión entre los 
valores de la territorialidad o globali­
dad (racionalidad total desde el punto 
de vis ta del med io físico) y de la secto­
rialidad ( racionalidad propia de cada 
objetivo concreto), que alude a la dis­
tribución del poder y a la división or­
ganizativa de este por responsabilida­
des, proporciona a la aludida variante 
su especificidad. 

Pero la complejidad propia de la or­
denación territorial no acaba en lo di­
cho. Se enriquece aún más por el hecho 
de que el título competencia! material 
relativo al gobierno del territorio se de­
sagrega hoy -tras la Constitución- en 
dos títulos formales : la ordenación del 
terri torio y el urbanismo (art. 148.1.3 
CE). La política derivada del gobierno 
del territorio debe acometer, pues, no 
sólo la coordinación, en su dimensión 
espacial, del conjunto de las políticas de 
los gobiernos territoriales en cuanto ta­
les, sino también la articulación de dos 
políticas-competencias especificas, do­
tadas de la misma lógica básica y capa­
ces por ello de instrumentar dicha co­
ordinación, aunque con vocación dife­
renciada en la determinación formal del 
gobierno del territorio. Esta articula­
ción demanda a todas luces una nueva 
configuración de la ordenación territo­
rial o física, que supere la confusa situa­
ción actual, impidiente de un correcto 
despliegue de aquel gobierno del terri­
torio. 



La ordenación del 
territorio y la ordenación 
urbanística; su deslinde y 
articulación recíproca 

la de la economía y lógica de la orde­
nación territorial o física es, en efecto, 
una cuestión pendiente aún hoy de defi­
nitiva clarificación y cuya indefinición ha 
venido originando problemas en la in­
terpretación y aplicación de los distintos 
institutos y técnicas urbanísticos, a los 
que se ha añadido -tras la Constitución 
de 1978- el de relación y articulación 
con la ordenación del territorio. 

Se hace precisa desde luego una rede­
finición del urbanismo, para lo que es 
preciso partir de un concepw de éste no 
relacionado con la urbanización (la gene­
ración de suelo integralmente urbaniza­
do). Justameme ésta relación es la que ha 
permitido «acamonar» el urbanismo pro­
piameme dicho (el juego conjumo y na­
bado de wdas las técnicas legales) en unas 
determinadas clases de suelo (las de voca­
ción urbana actual o futura) y el venci­
miento de la gestión del lado del «ensan­
che» o producción de <<nueva ciudad». 

Urbanismo es hoy, y así debe ser en 
wdo caso concebido, no tanto la cifra 
última de una serie de técnicas para la 
generación de ciudad, de espacio urba­
no «llave en mano» , cuanto más bien 
una específica perspectiva Uustamente 
la de los aprovechamientos urbanísti­
cos) para la organización y el funciona­
miento del gobierno del entero territo­
rio con la finalidad de la racionalización 
de la utilización de éste. 

En la concepción del urbanismo así 
apuntada luce de suyo la interconexión 
con el gobierno, es decir, el régimen lo­
cales; interconexión resultante de la na­
turaleza misma de las cosas, pero que 
quedó seriamente afectada en los años 
cincuenta con la separación orgánica de 
las políticas de la vivienda primero y el 
urbanismo después respecto de la polí­
tica interior, sin que desde entonces se 
haya hecho esfuerzo alguno por su res­
tablecimiento o siquiera mejora. 

En punto a la relación entre el urba­
nismo y la ordenación del territorio, el 
panorama no es precisamente alenta­
dor. Desde la legislación estatal general 
no ha habido (porque no ha podido ha­
ber o, en todo caso, habría sido muy di­
fícil que la hubiera) orientación alguna 
sobre la necesaria conjugación entre 
ambas ordenaciones, es decir, sobre la 
indispensable redefinición de la urba­
nística (hasta 1978 portadora de la pre­
tensión de desempeño total de la fun­
ción del gobierno del territorio) a partir 
de la coexistencia de «OUa» com­
petencia conceptuada nada menos que 
como «ordenación del territorio». Por 
su parte, las Comunidades Autónomas 
han desplegado, siquiera hasta ahora, 
escasa imaginación en éste terreno, con­
figurando ésta última, en lo fundamen­
tal, como un sistema independiente, pa­
ralelo y superior (es decir, de segundo 
grado) al urbanístico. Aparte la escasa 
virtualidad práctica de los nuevos e in­
dependientes sistemas de ordenación 
territorial así diseñados, por la misma 
dificultad de su puesta en funciona­
miento y operación, el resultado ha sido 
una clara perturbación, organizativa y 
funcional, del sistema urbanístico. 

Es obra esta frustración de la acción 
combinada de la asunción de Las com­
petencias reservadas originariamente 
en el sistema urbanístico a la Adminis­
tración General del Estado por una Ad­
ministración mucho más inmediata y 
cercana, en la que la Constitución cen­
tra La disposición sobre la entera políti­
ca territorial, de un lado, y la decidida y 
consciente «explotación» por tal Admi­
nistración de Las posibilidades inheren­
tes a las referidas competencias como 
único recurso efectivo -ante la inade­
cuación de los instrumentos de la nue­
va ordenación del territorio- para in­
tervenir operativamente, desde la fun­
ción institucional que le es propia, en el 
gobierno del territo rio. Dicho de otra 
manera: paradójicamente, la formaliza­
ción jurídicamente inadecuada de la or­
denación del territorio viene determi­
nando que, de hecho, la función propia 

de ésta venga desempeñándose no tan­
to a través de los instrumentos formales 
destinados especificamente a su defini­
ción, cuanto más bien a través de los 
mecanismos tradicionales urbanísticos, 
aprovechando la compartición del ur­
banismo por los gobiernos territoriales 
autonómico y local. Este recurso, utiliza­
do como «válvula de escape», encuen­
tra, sin embargo, la resistencia derivada 
de una autonomía local renovada, exi­
gente de su fuero p ropio y, consecuen­
temente, del respeto a su capacidad de 
configuración de la convivencia colecti­
va, en su dimensión de asentamiento 
territorial, en los términos propios del 
autogobierne constitucionalmente re­
conocido, es decir, de decisión bajo la 
propia y libre responsabilidad. 

Es inevitable, así, la tensión e, inclu­
so, el conflicto competencia] que viene 
caracterizando la gestión urbanística de 
los últimos años en el doble plano del 
planeamiento y de la ejecución de éste. 
En el primero y en ausencia de los ne­
cesarios avances legislativos (6), la ten­
sión dificilmente va encontrar un alivio 
mayor que el proporcionado por el 
oportuno y acertado criterio jurispru­
dencia! basado en la índole local o su­
pralocal de los intereses públicos impli­
cados (Sentencias del Tribunal Supre­
mo, básicamente, de 2 de abril y 21 de 
noviembre de 1989 y 4 de julio y 19 de 
octubre de 1991 ). En el segundo, consti­
tuye la sintomatología de la disfunción 
que padece el gobierno territorial y que 
no sólo agudiza los problemas de gestión 
del urbanismo local, sino que impide una 
gestión urbanística supralocal eficaz. 

Sólo muy recientemente han comen­
zado a producirse, en iniciativas legisla­
tivas autonómicas, desarrollos que, por 

(6) Este criterio, correctamente basado en la 
ponderación y determinación de los respecnvos 
cí rculos de intereses amonómico y local-mumc1-
pal, es empero , en tanto que puramente JUns­
prudencial, in idóneo para proporcionar la segu­
ndad propia, para el funcionamiento insmucio­
nal propio en las relaciones mteradministrauvas, 
de las soluciones generales legales. 
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su orientación, parecen capaces de 
alumbrar nuevas y adecuadas solucio­
nes ; soluciones, que comienzan a libe­
rarse de los elementos obsoletos del sis­
tema tradicional o establecido (7). En 
este sentido, deben destacarse, en la 
Comunidad Valenciana , la Ley sobre 
suelo no urbanizable y el proyecto de 
Ley, actualmente en tramitación y que 
culmina la política legislativa empren­
dida con dicho texto legal, regulador ya 
con carácter general de la actividad ur­
banística (centrándose en los suelos ya 
urbanos o con vocación final urbana), y, 
en la Comunidad de Madrid, el proyec­
to de Ley de medidas de política territo­
rial, suelo y urbanismo, en fase de dis­
cusión parlamentaria, pero también el 
texto preparado en la Comunidad an­
daluza para una futura Ley de ordena­
ción del territorio. Es común a todas es­
tas iniciativas (8), que es lo que aqui im­
porta destacar, una visión del gobierno 
del territorio mas conforme con el or­
den constitucional, en la que, por tanto, 
la ordenación del territorio y el urba­
nismo se ofrecen sólo como instrumen­
tos al servicio de unos mismos valores 
y bienes, lo que requiere su combina­
ción entre si. Ambas competencias son, 
así, mecanismos de una misma función 
pública: la de regulación del uso del 
suelo en cuanto recurso natural y so­
porte de las actividades huma nas. 
Quiere decirse, que éstos mecanismos 
contribuyen, conjuntamente, a p roducir 

(7) Es éste un efecto claramente positivo de 
la promulgación de la Ley 8/1990, de 25 de ju­
lio. La notable incidencia que supone sobre la 
capacidad del legislador autonómico para defi­
nir una política territorial propia y configurar, 
por tanto, un modelo específico de gobierno y 
regulación de la utilización del territorio, ha es­
poleado el ejercicio por las instancias autonómi­
cas de sus respectivas pocestades legislativas. 

(8) En éste la organización (las competen­
cias) tiene una condición instrumental respecto 
del orden sustantivo de bienes jurídicos protegi­
dos (fundamentalmente los contenidos en los 
artículos 45 y 47 CE), por lo que éste condicio­
na aquélla, la cual carece de consistencia para 
una sustantivación capaz de justificar su autosu­
ficiencia o justificación. 

la satisfacción del interés general prefi­
gurado, en último término, por la Cons­
titución, y, por ello, ambos pueden inci­
dir directamente, según su lógica y obje­
to específicos propios (en correspon­
dencia con los institucionales de las ins­
tancias de gobierno territorial a los que 
se atribuyen), en la organización de la 
utilización del suelo: el gobierno del te­
rritorio como recurso natural. Esta ca­
pital idea es justamente la que posibili­
ta la superación de la limitación (ine­
xistente en la Constitución e inducida 
sólo por la persistencia del sistema legal 
ordinario preconstitucional, es decir, la 
indebida interpretación de aquella des­
de éste) del modelo sustantivador y di­
ferenciador de la ordenación del terri­
torio y el urbanismo y articulador del 
juego secuencial de éstos, en el que, ine­
vitablemente , el primero queda cir­
cunscrito a una función de dirección y 
fijación del marco propio del segundo, 
es decir, al papel de una ordenación de 
segundo grado. Al propio tiempo, per­
mite corregir la incorrecta consolida­
ción de la imagen del gobierno y del or­
denamiento locales, básicamente muni­
cipales, como un ámbito especialmente 
resistente a la acción de otros gobiernos 
territoriales e impidiente, por tanto, de 
la incidencia directa de éstos en el terri­
torio; territorio, pues, la organización 
de cuya utilización depende en último 
término, siempre y sin excepciones, de 
la disposición municipal. 

El nuevo modelo de gobierno del te­
rritorio que se abre paso es, desde lue­
go, mas conforme con la organización 
territorial del Estado (9), pero, sobre to­
do y por ello mismo, mejora notable-

(9) Como se deduce del articulo 137 CE, la 
organización territorial del Estado -vinculada 
obviamente a la distribución asimismo territo­
rial de competencias- sirve a la descentraliza­
ción de los centros de gestión de intereses públi­
cos y, por tanto, de decisión de los mismos y, por 
tanto, a una específica forma, querida por la 
Constitución, de integración constitucional , de 
definición y realización de los valores y bienes 
colectivos; forma, en la que está justamente ex­
cluida la concentración de tales capacidades en 

mente la gestión del gobierno del terri­
torio y, por tanto, la urbanística, en la 
medida en que sintoniza ésta con aque­
lla. En él, cada instancia de gobierno go­
za de la plena disposición de los instru­
mentos para la gestión (incluida su re­
percusión en el territorio) del círculo de 
intereses que constitucionalmente le es 
propio, sin depender para ello, en todo 
o en parte, de otra instancia de gobier­
no y de la gestión que ésta haga de los 
específicos intereses cuya administra­
ción le está encomendada y, por tanto, 
sin tener que incidir indebidamente so­
bre ésta última gestión para salvaguar­
dar aquellos. La integración de las polí­
ticas territoriales (la de ordenación del 
territorio y la urbanística) se alcanza, no 
(al menos no sólo ) por condicio na­
miento normativo de una por otra, sino 
principalmente por la vía prevista por 
la Constitución: la confluencia de am­
bas, gracias a su interacción, en un re­
sultado coherente, dirigido justamente 
a la realización del orden material defi­
nido por dicha norma fundamental. 

No puede dejar de apuntarse aquí, 
que el nuevo modelo de que se viene 
hablando, por las mismas razones ya 
expuestas, adapta las condiciones de las 
políticas territoriales a las exigencias in­
herentes a su inexcusable y estrecha re­
lación tanto con otra de las políticas pú­
blicas generales - la política, nacional y 
autonómica, económica-, como con 
todas las políticas públicas sectoriales 
con componente territorial directo. Su 
ventaja más destacada en el orden de 
cosas que ahora interesa reside, sin em­
bargo, en su mayor adecuación a un ele­
mento estructural del Estado, como es 

uno sólo de aquellos centros o poderes públicos 
y es imperativa la intervención de todos ellos, en 
la medida en que tengan atribuida alguna com­
petencia, en la identificación del interés general. 
Condición misma del correcto funcionamiento 
del Estado de las autonomías es, pues, la exis­
tencia de ámbitos competenciales di ferenciados, 
cuyo diseño los haga operativos. Gracias a ello, 
el orden colectivo es una creación de la interac­
ción positiva de múltiples competencias, que es 
lo pretendido por la Constitución. 



la autonomía local. La apariencia (en 
modo alguno realidad) de «lesión» de 
ésta autonomía que presenta la articula­
ción de las políticas derivadas de los tí­
tulos competenciales «ordenación del 
territorio» y «urbanismo» en cu rso ele 
afirmación y consolidación, se desva­
nece inmediatamente si se cae en la 
cuenta de que sólo ella permite la recu­
peración de la plenitud del autogobier­
no local en la materia, gracias a la iden­
tificación entre ámbito y objeto de la 
política «urbanística» con círculo ele in­
tereses de la colectividad municipal, y, a 
través de tal recuperación, también la 
del contenido «político» de dicha polí­
tica, en el sentido de la apertura de su 
contenido en decisiones a la interven­
ción del común de los ciudadanos. 

Merece destacarse aquí la solución 
propugnada en el ya aludido proyecto 
de Ley de la Comunidad de Madrid ; so­
lución, que descansa precisamente en 
el entendimiento de la ordenación del 
territorio y el urbanismo como expre­
siones diferenciadas (por las perspecti­
vas, distintas, que les son propias, de­
terminantes de la asignación de conte­
nidos asimismo distintos) de un mismo 
fin y. por tanto, una misma función pú­
blicos. De ahí que en el proyecto de Ley 
se consagre el urbanismo como una no­
ción funcional genérica, capaz de alber­
gar el conjunto complejo de las técnicas 
precisas para el gobierno del territorio 
y, por tanto, las peculiares tanto de la 
ordenación del territorio, como de la 
ordenación urbanística en sentido es­
tricto. Su artículo 3 es, en el contexto 
del Título l, clave a este respecto (10), 
debiendo llamarse la atención sobre el 

( 10) El citado artículo 3 del proyecto dispo­
ne literalmente que: «la actividad urbanistica 
consmuye, en su conjunto, una función pública, 
cuya rnulandad y responsabilidad correspon­
den a las Administraciones públicas competen­
tes, que la gestionarán y desarrollarán conforme 
a una equilibrada ponderación de los bienes JU­
rid1cos relevantes termonalmentc protegidos 
por la Consntuc1ón y para la máxima realización 
posible en cada caso del orden por ésta defini­
do» 

hecho de que la distribución general de 
todas la competencias previstas en el 
proyecto se realiza en el artículo 2 bajo 
la rúbrica «competencias urbanísticas» . 

La opción en tales términos tomada 
permite un deslinde nuevo y adecuado 
de los ámbitos de responsabilidad auto­
nómico y municipal, acotando el pri­
mero y desembarazando el segundo, es 
decir, liberándolo de las innecesarias 
interferencias autonómicas hasta ahora 
existentes y dotándolo, así, de seguri­
dad en la gestión municipal de los pro­
pios intereses. El resultado es justamen­
te el incremento real del espacio deci­
sional municipal propio (acruable bajo 
la propia responsabilidad) en el terreno 
del p laneamiento desde luego, pero 
también en el de la ejecución y el con­
trol del cumplimiento de éste. 

En suma, pues, para el proyecto de 
Ley el gobierno del territorio es igual a 
urbanismo lato sentido (el cual com­
prende la ordenación del territorio y el 
urbanismo en sentido estricto) y cons­
tituye una competencia compartida por 
la Comunidad Autónoma y los Munici­
pios (lo que significa que la política te­
rritorial es fruto de la combinación de la 
acción de las dos instancias territoria­
les, bajo la dirección, obviamente, de la 
primera), con reparto distinto de las 
competencias administrativas concre­
tas o desagregadas según la estructra 
(entidad e intensidad) en cada caso de 
los intereses regionales y municipales 
implicados y relevantes. Esta solución y, 
en especial, el criterio de distribución y 
asignación de competencias adminis­
trativas concretas es plenamente cons­
titucional a la luz ele la doctri na ju ris­
prudencial contencioso-administrativa 
ya comentada. 

En todo caso, el modelo adoptado 
por el proyecto puede describirse sinté­
ticamente en la siguiente forma: 

l. Ordenación del territorio: 
1.1. Su concepción básicamente co­

mo gobierno estratégico, con posibilidad 
de ser directo, del territorio, basado en el 
interés regional debidamente justificado. 
Quiere esto decir que el ámbito así aco-

tado no supone lesión alguna de la auto­
nomía local, en tanto que agotado en el 
terreno propio de los intereses supra­
municipales. cuya gestión no correspon­
de, por definición, a los Municipios. La 
acotación supone únicamente, pues, una 
delimitación negativa de la autonomía 
local, la definición de los límites que jus­
tamente definen su espacio propio. 

l .2. La asignación de la competencia 
administrativa a la Comunidad Autóno­
ma, pero matizada por la previsión de 
una importante -efectiva e intensa­
participación municipal (independien­
te de la participación social), tal como 
resulta del artículo 2.1 (11). 

1.3. El mantenimiento, aunque con 
renovación de su regulación, de la téc­
nica (elemento preexistente) de la pla­
nificación estratégica de segundo grado, 
es decir, de la planificación de la plani­
ficación, a los efectos de generar el mar­
co adecuado para la coordinación de las 
políticas territorial y económica, la ar­
monización de la planificación territo­
rial y la sectorial y la articulación de la 
ordenación del territorio y el urbanis­
mo en sentido estricto (12). 

( 11 ) El artículo 2.1 del proyecto dispone (ba­
Jº la rúbrica «compecenc1as urbanísncas» ): 

«la elaboración, formulación, tramnación )' 
aprobación de los ins trumentos o planes de or­
denación del territorio es de la competencia de la 
Comunidad de Madrid, sin perju1c10 de la paru­
c1pac1ón de los Municip10s en los términos de la 
ordenación de los correspondientes procedi­
mientos.» 

( 1 2) Así resulta de la regulación de los objeti­
vos de la ordenación del ccrmorio (art. 13 ), de los 
instrumentos o planes para su formalización (art. 
14 ). de los objeti vos y el contenido del Plan Re­
gional de Estrategia Territorial (ares. 1 S y 16) y 
muy especialmente de los efectos de este último 
plan (art. 17), en el que se d1sunguen dos npos de 
efeccos: de un lado, los derivados para cuales­
quiera otros planes de las normas, las d1recmces 
o las recomendacwnes que contenga el Plan Re­
gional, con diferenciación del grado en que de­
ban vincular a aquéllos, que nunca producen una 
directa modificación del planeamiento urbanísu­
co, y. de orro lado, los resultantes de las previsio­
nes referidas a Zonas de Interés Regional, que si 
comportan, por excepción, la modificación di­
recta de dicho planeamiento urbanístico. 
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1.4. La innovación consistente en la 
prolongación -en lo estrictamente ne­
cesario para satisfacer adecuadamente 
el interés regional- del campo de la or­
denación del territorio en el del urba­
nismo, con la colocación en manos de 
la Comunidad Autónoma de instrumen­
tos idóneos (las actuaciones de interés 
regional) para la gestión de este último 
interés o, lo que es igual, la asunción de 
la correspondiente responsabilidad. En 
lo no necesario a tal fi n, se conserva, 
por contra, la lógica de la secuencia tra­
dicional de los instrumentos de la orde­
nación territo rial y el urbanismo. 

2. Urbanismo: 
2.1. Su concepción como técnica or­

dinaria y general de definición y control 
de los aprovechamientos concretos del 
territorio y su consecuente imputación, 
asimismo con carácter general, al inte­
rés y, por tanto, a la gestión municipales. 

2.2. La asignación de la competencia 
general a los Municipios, como resulta 
sin mas del aráculo 2.2 (13), de suerte 
que el espacio competencia! que tam­
bién se reconoce a la Comunidad Autó­
noma apa rece configurado como ex­
cepcional, tasado y necesariamente jus­
tificado en el interés regional, además 
de concertado con o participado por los 
Municipios ( 14 ). 

(13) El articulo 2.2, párr. l.º dispone: 
«Para Ja efectividad de Ja autonomía local en 

Jos términos de la Ley estatal 7/ 1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
se atribuye a los Municipios, con carácter gene­
ral y como competencia propia, la actividad ur­
banística, correspondiéndoles cuantas compe­
tencias concretas para el desarrollo de ésta les 
confiera expresamente o prevean si asignación 
precisa de su titularidad tanto esta Ley como la 
restante legislación urbanística». 

(14) El artículo 2.2, párr. 2. 0 , derennina, a 
continuación de lo transcnto en Ja nota anterior, 
lo siguiente: 

«Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
anterior, corresponden en todo caso a la Comu­
nidad de Madrid: 

a) Las competencias que expresamente le 
confiere esta Ley y le atribuyan las restantes dis­
posiciones legales urbanísticas para la realiza­
ción de la esrrategia y la gestión de los intereses 
territoriales regionales. 

2.3. La conservación, en lo sustancial 
y desde una actitud prudente de no afec­
ción innecesaria de la cultura urbanísti­
ca establecida, de los intrumentos urba­
nísticos actuales, si bien con potencia­
ción de la actuación de los Municipios 
bajo la propia responsabilidad y simul­
tánea restricción de la intervención con­
curren te de la Comunidad Autónoma 
en la aprobación del planeamiento 
(cuando se mantiene), mediante su su­
jeción a un código limitado y estricto. 

Los presupuestos 
básicos para 
la efectividad de 
la política de ordenación 
territorial en el Estado 
Autonómico 
La peculiaridad de las competencias 
constitucionales «horizontales», en 
especial de la ordenación territorial, 
y sus consecuencias para la acción 
de los poderes públicos 

El «formalismo» que, con cierta am­
bigüedad, se imputa a veces (15) a las 
materias-competencias «horizontales» 
no es otra cosa que la consecuencia de 
la perspectiva «transversal» asumida 
por la norma fundamental para su deli­
mitación. 

Quizá sea en la economía donde sea 
mas clara esta peculiaridad, materia 
que -desde el plano competencia! esta­
tal y sobre la base del principio supe­
rior de la unidad económica o de mer­
cado- es entendida por el Tribunal 
Constitucional corno dotada de una 

b) En general y sin necesidad de un apodera­
miento específico, la iniciativa y la impulsión de 
la actividad urbanística, así como el desarrollo de 
ésta, en Jos supuestos determinados por Jos ins­
trumentos o planes de ordenación del terntorio 
o cuando concurran circunstancias de interés re­
gional en los ténninos prevenidos en esta Ley.» 

(15) Así sucede, en parncular, con la relativa 
a «las relaciones 1nternac1onales» prevista en el 
artículo 149.1 .3 CE. 

gran elasticidad y vis expansiva (16), al 
punto de que « ... dentro de esta compe­
tencia tienen cobijo también las normas 
estatales que rigen las líneas directrices 
y los criterios globales de ordenación 
de los sectores económicos concre­
tos,. .. ., así como las previsiones de ac­
ciones o medidas singulares que sean 
necesarias para alcanzar los fines pro­
puestos dentro de la ordenación de ca­
da sector» (SsTC 95/ 1986, de 10 de ju­
lio; 13/ 1992; y 79/ 1992, de 28 de ma­
yo). La razón es clara: la economía sólo 
adquiere consistencia en sus sectores 
concretos, pero estos integran -a efec­
tos del reparto constitucional de com­
petencias- materias diferenciadas. 

Pero donde el Tribunal Constitucio­
nal ha llegado a una más precisa deter­
minación de este tipo de materia y las 
competencias a el ligadas es, sin duda, 
en las de ordenación del territorio y 
med io ambiente. Conforme a la STC 
149/ ] 991, de 4 de julio, en efecto: 

• La ordenación del territorio, al 
igual que el medio ambiente, pertenece 
a los útulos competenciales que se esta­
blecen por relación a una política y no a 
un sector concreto del ordenamiento o 
de la actividad pública. Por ello, en 
cuanto competencia, no puede ser enten­
dida en términos tales que la sola incar­
dinación del fin perseguido por la nor­
ma (o el acto) en dicha política permita 
desconocer las competencias que a 
otras instancias corresponden si la mis­
ma norma (o acto) son contemplados 
desde otras perspectivas; pero tampoco, 
en tanto que título competencia! especí­
fico, cabe desconocerlo, reduciéndolo a 
simple capacidad para la planificación 
por la instancia titular de la incidencia 
territorial de las restantes competencias 
propias de ésta, sin repercusión alguna, 

(16) Sobre este punto, con un análisis deta­
llado de la doctrina del Tribunal Consoruc1onal 
hasta el momento, véase L. Parejo Alfonso, «Si­
ruación y perspectivas del Estado autonómico: 
el papel central de la pol!tica económica», Pape­
les de Economia Española, número 35, 1988, 
pp. 377 y siguientes. 
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por tanto, en la actuación de otras ins­
tancias públicas sobre el territorio. 

• Preferentemente, pues, la ordena­
ción del territorio es, no una concreta téc­
nica, sino una política y, además, de enor­
me amplitud Uustamente La que le ha otor­
gado la Carta Europea de Ordenación del 
Territorio de 23 de mayo de 1983). 

• La enorme amplitud del ámbito de 
esta política evidencia que su titular ha 
de tomar en cuenta, al llevarla a cabo, La 
incidencia en ella de las actuaciones de 
la competencia de los otros poderes pú­
blicos. Para ello, ha de procederse a la 
coordinación y la annonización de tales 
actuaciones desde el punto de vista de 
su proyección territorial, lo que consti­
tuye la finalidad de la política en cues­
tión. Esta finalidad detennina su alcance, 
pues ha de asegurar simultáneamente la 
funcionalidad de la ordenación y el res­
peto al contenido esencial de las com­
petencias de otros entes o instancias, 
sin perjuicio de condicionar éstas en su 
incidencia en el territorio. 

De lo dicho deriva, con toda natura­
lidad, una importante consecuencia, en 
la línea de la distinción capital en su 
momento hecha en la estructura estatal 
entre los planos (estático) del reparto 
competencia! y (dinámico) de la orga­
nización y funcionamiento: la clarifica­
ción últi ma en todos los casos de la 
composición-armonización de la ten­
sión, en su eventual obligada interac­
ción, entre las competencias «horizon­
tales» y sectoriales, no puede cumplirse 
nunca totalmente en el primero de di­
chos planos, siendo inexcusable el se­
gundo de ellos. La referida composición 
y, por tanto, el adecuado «funciona­
miento» del s istema del que el reparto 
territorial de poder forma parte exige, 
en efecto, una organización y unos pro­
cedimientos de ejercicio ele las compe­
tencias adecuados a la economía misma 
de tal reparto y a su finalidad última se­
gún la Constitución, que no es otra que 
la consecución de la «unidad constitu­
cional material» (el orden y, por tanto, 
el resultado por ésta en cada caso que­
rido y principialmente predetermina-

do) desde y no obstante la diversidad 
propia del pluralismo (lo que requiere, 
en su caso, la participación e interac­
ción positivas de todas las piezas estata­
les implicadas). La ausencia o deficien­
cia de tales mecanismos dinámicos de 
la estructura estatal nunca podrán ser 
suplidos satisfactoriamente con una in­
terpretación extensiva y, por tanto for­
zada del orden competencia!, favorece­
dora del estado de «separación» de las 
esferas competenciales y, por tanto, ins­
tancias territoriales que está lejos de ser 
conforme con la Constitución. 

La visión «constructivista» del Esta­
do definido por la Constitución, ateni­
da al momento de la división del poder 
y a la ordenación entre sí de las decisio­
nes públi cas adoptadas según las formas 
juridicas típicas es, en efecto, inidónea 
para captar y dar cuenta de los fenóme­
nos d erivados de la co ncurrencia, la 
compa rtición, el entrecruzamiento, el 
solape o la colisión entre competencias 
fo rmales diferentes, especialmente de 
distintas instancias territoriales; su­
puestos éstos que están lejos de ser 
anormales o disfuncionales en un Esta­
do como el autónomico. La razón es 
evidente: el reparto del poder, la cons­
trucción de competencias y la articula­
ción formal entre sí de las decisiones 
públicas tiene por objeto exclusivamen­
te la organización de la división de las 
tareas públicas y la producción correc­
ta de Las correspondientes decisiones, 
en modo alguno la resolución de la ill­
terconexión de tareas y competencias y 
su repercusión en la toma de decisio­
nes. Esta interco llexióll y su repercu­
sión sólo resultan comprensibles y re­
solubles desde la admisión de La idea de 
la intervención, en el proceso de toma 
de decisiones, de todos los que tengan 
alguna competencia (17). La doctrina 

(17) Sobre esca cuesuón y en relación con la 
función de gobierno, véase L. Parejo Alfonso, «El 
Gobierno de la Nación y los Gobiernos de las 
Autonomías cerriconales; un problema de arti­
culación», D A. núm. 215, 1988, pp. 137 y sgs., 
especialmente 151 y siguientes. 

del Tribunal Constitucional así lo refle­
ja, en la medida en que comienza apre­
ciando que Las llamadas competencias 
exclusivas no son absolutas ni ilimita­
das y que, por tanto, no otorgan un mo­
nopolio en la correspondiente materia, 
de modo que no excluyen en ella la con­
currencia de otra u otras competencias, 
en su caso, igualmente exclusivas (SsTC 
1/ 1982, de 28 de enero, y 69/1982, de 
23 de noviembre, así como también 
56/ 1986, de 13 de mayo, y 11 / 1986, de 
28 de enero). Ya en 1983 (SIC 76/ 1983, 
de 5 de agosto) establece la necesidad 
de compatibilizar unidad y autonomía 
y, por tanto, de crear instrumentos de 
articulación de las diversas Administra­
ciones Públicas. Inmediatamente desta­
ca la conveniencia de soluciones de co­
operación, s i bien dentro del respeto de 
las co mp eten cias en presencia (SIC 
77 / 1984, de 3 de julio), y afirma, segui­
damente, el principio de auxilio mutuo 
y de colaboración entre instancias terri­
toriales, aunque tampoco de éste quepa 
deducir habilitación alguna de faculta­
des para la imposición unilateral de de­
cisiones (STC 95/1984, de 8 de octu­
bre). Concluye con la proclamación del 
deber general de colaboración como in­
herente o de esencia al modelo territo­
rial del Estado, no precisado por ello de 
justificación alguna en preceptos cons­
titucio nales expresos (SsTC 80/1985, 
de 4 de julio, y 96/ 1986, de 10 de julio) 
o, en formulación más acabada, de los 
deberes de colabo racióll, solidaridad y 
lealtad constitucional (STC 152/ 1988, 
de 20 de julio), y la crucial precisión de 
que tales principios postulan la coordi­
nación de actuaciones y la adopción de 
procedimientos de consulta o negocia­
ció n o, en su caso, la búsqueda del 
acuerdo previo (SsTC 181/1988, de 13 
de octubre, y 186/1988, de 17 de octu­
bre). No es casual, por ello, que la pro­
clamación de los aludidos principios 
esté en la base del desarrollo de la di­
mensió n participativa del funcio na­
miento del Estado autonómico. Así, la 
SIC 80/ 1985, de 4 de ju lío, declara que 
la instancia general o nacional no pue-



de imponer el deber de colaboración 
mediante medidas coercitivas y si sólo 
buscando para las que deba adoptar la 
previa conformidad de las Comunida­
des Autónomas competentes, las cuales 
participarán, por esta vía, en la forma­
ción de la voluntad estatal stricto sensu. 
En un caso de tarea común, la STC 
29/1986, de 20 de febrero, sostiene 
que parece necesario que el legislador 
establezca expresamente la participa­
ción autonómica en los órganos com­
petentes para la ejecución de los corres­
pondientes planes; aludiendo, por su 
parte, la STC 146/ l 986, de 25 de no­
viembre, a la conveniencia de tener en 
cuenta la participación de las Comuni­
dades Autónomas a la hora de diseñar 
las condiciones de realización de la per­
tinente política esratal. Y, finalmente, en 
formulación ya acabada, las SsTC 
27/ 1987, de 27 de íebrero; 13/ 1988, 
de 4 de febrero; 104/ 1988, de 8 de ju­
nio; y 29 de noviembre de J 988, esta­
blecen que: 

• Siendo cada instancia territorial 
una parte del todo, de la Constitución 
no es deducible un derecho de ejercicio 
de las competencias propias en régi­
men de estricta separación. La unidad 
del sistema global permite y aún impo­
ne la previsión por el legislador de fór­
mulas y cauces de relación interterri­
torial. 

• El principio de cooperación no re­
sulta favorecido por la ausencia de un 
órgano colegiado consultivo y coordi­
nador. 

• El adecuado equilibrio entre el 
respeto a las autonomías terntoriales y 
la necesidad de evitar separaciones y 
compartimentaciones desconocedoras 
de la unidad del sistema puede realizar­
se a través de formas y fórmulas ele co­
ordinación y colaboración mas abiertas 
y flexibles que la utilización exclusiva 
de intervenciones normativas regula­
doras que imponen determinadas con­
ductas o decisiones; entre las que figu­
ra, desde luego, la participación auto­
nómica en el proceso de adopción de la 
decisión estatal. 

• En el caso de planificaciones com­
prensivas de disposiciones capaces de 
incidir en Ja actividad de diferentes ni­
veles territoriales, se acentúa la necesi­
dad de una específica coordinación, en 
los términos de mecanismo dirigido a la 
integración de las partes o subsistemas 
en el conjunto o sistema, pudiendo co­
rresponder la aprobación definitiva a la 
instancia general o nacional en la medi­
da en que a través de ella (determina­
ción última y unitaria del p lan) se posi­
bilita la acción homogénea de todas di­
chas instancias. De esta suerte la 
planificación se cumple mediante un 
doble mecanismo: la integración de vo­
luntades y actividades afectadas en el 
procedimiento de elaboración de la 
compleja decisión planificadora y el ac­
to final de aprobación mediante el cual 
se formaliza la composición de todos 
los intereses hechos valer para la coor­
dinación. 

la política territoria l y el 
funcionamiento esta tal 
Las exigencias básicas del gobierno 
del territorio. 

La efectividad de la política territorial 
en un Estado complejo como el autonó­
mico depende sustancialmente, pues, 
de la forma de la toma de decis10nes y, 
consecuentemente, del ejercicio de las 
competencias públicas. Pues a aquella 
política es inherente la pretensión de si­
multánea reducción al marco por ella 
definido de todos los intereses (públi­
cos y privados) que se hagan presentes 
en la utilización del territorio y de las 
decisiones de los poderes públicos 
competentes para organizar dichos in­
tereses, es decir, de un gobierno del te­
rritorio no obstante el pluralismo del 
gobierno sobre el territorio. 

Dos exigencias básicas resultan de 
ello para la política territorial: ha de ser 
capaz de una ponderación adecuada de 
los intereses sustannvamente conside­
rados (lo que los alemanes llaman el 
Abwagimgsgebot) y debe estar en condi­
ciones de integrar (compaginar) las res­
tantes políticas públicas con incidencia 

territorial (lo que los alemanes llaman 
Abstimmungsgebot). La segunda de estas 
exigencias, que es la que ahora interesa, 
evoca problemas de gran importancia 
que distan no ya de estar resueltos, sino 
siquiera adecuadamente planteados y 
abordados en nuestro Derecho (y, des­
de luego, en el funcionamiento real del 
Estado en su conjunto). La pretensión 
inherente a la política territorial (soste­
nida desde las competencias de orde­
nación del territorio y del urbanismo) 
conduce de suyo, en efecto, a su entre­
cruzamiento con cualesquiera otras po­
líticas-competencias que incidan en su 
campo propio y, por tanto, a la tensión 
y, en su caso, el conflicto entre políticas 
(y sus instrumentos formalizados en 
virtud del ejercicio de competencias 
precisas) globales u «horizontales» en­
tre si y con las «sectoriales», deman­
dando, consecuentemente, técnicas, 
instituciones y procedimientos de arti­
culación y composición en un resulta­
do coherente (cabalmente la política u 
ordenación territoriales). La aplicación 
de estas técnicas, instituciones y proce­
dimientos presupone, a su vez, una 
adecuada estructura, es decir, una orga­
nización y un funcionamiento idóneos 
del Estado autonómico. 

Las defi ciencias del ordenamiento 
general vigente 

La situación al respecto en el ordena­
miento general del Estado está lejos de 
ser mínimamente sausfactoria: 

a) La legislación urbanística sigue an­
clada, a pesar de su renovación en 
J 990-1992, en la solución formal con 
origen en la Ley sobre Régimen del Sue­
lo y Ordenación Urbana de 1956 (basa­
da en último término en el modelo de 
Estado centralizado vigente a la sazón) 
( 18). En efecto, la regulación hoy esta-

(1 8) Esta c1rcuns1anc1a encuemra desde lue­
go explicación, aunque no encera JUSuficación, 
en la perspecuva y lógica de la reforma e inno­
vación leg1slauvas aludidas en el rcxto y en las 
consecuemes hm1taciones que impusieron a las 
nuevas regulaciones incorporadas. 
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blecida por el artículo 244 del Real De­
creto Legislativo 1/ 1992, de 26 de ju­
nio, aprobatorio del Texto Refundido de 
la referida Ley continúa teniendo por 
objeto la resolución únicamente de 
conflictos surgidos con ocasión de ac­
tos concretos de utilización del suelo 
(quedando sin regulación justamente la 
toma de decisiones en la programación 
o planificación generales) en sede de la 
disciplina o el control preventivo urba­
nísticos (plano puramente municipal, 
lo que determina el desconocimiento 
del hoy decisivo plano autonómico) y, 
por tanto, en un momento en que las 
decisiones públicas relevantes ya están 
adoptadas (la de ordenación territorial y 
la de realización del proyecto sectorial 
de cuya compatibilidad con aquélla se 
trata). Es lógico así que el procedimien­
to que regula no sea de ponderación 
previa de intereses públicos para la bús­
queda y el encuentro de una solución 
que los armonice y compagine, sino es­
trictamente de solución de un conflicto 
previo entre definiciones previas de in­
tereses. De ahí el recurso a la situación 
de la competencia para la decisión final 
en el órgano ejecutivo máximo de la ins­
tancia territorial de ámbito mayor y a un 
criterio implícito prácticamente formal: 
el de la prevalencia, en principio y como 
regla, del interés definido por ésta últi­
ma instancia territorial. 

b) En la legislación general regulado­
ra de la ordenación territorial no existe, 
pues, mecanismo alguno de verdadera 
cooperación-coordinación interterrito­
riales. Pero tampoco se ha introducido 
éste en la reciente renovación de la le­
gislación general reguladora del régi­
men jurídico de las Administraciones 
Públicas y del procedimiento adminis­
trativo común (ley 30/ 1992, de 26 de 
noviembre), como cabía esperar de la 
condición estructural de la cuestión 
que nos ocupa, es decir, de la imperti­
nencia de considerarla sin más materia 
propia o, al menos, principal y exclusi­
va de la legislación sectorial. La aludida 
Ley, que se ocupa desde luego de las re­
laciones interterritoriales en su Título 

II, desconoce e 19) tanto en la regulación 
de éstas, como en la del procedimiento 
administrativo común, el problema, no 
por específico secundario, de la com­
posición de las políticas-competencias 
de gobierno territorial y con repercu­
sión territorial. 

c) La cuestión ha quedado así entre­
gada a la legislación sectorial y, por tan­
to, remitida a soluciones potencialmen­
te diversas (opción incorrecta desde el 
punto de vista de la naturaleza misma 
del problema), a lo que invita expresa­
mente desde luego (desde su inadecua­
da perspectiva) el artículo 244.1 del ya 
citado Texto Refundido de 1992 de la 
Ley sobre Régimen del Suelo y Ordena­
ción Urbana, cuando sujeta a licencia 
los actos de utilización del territorio 
promovidos por Administraciones Pú­
blicas únicamente si así lo requiere «la 
legislación aplicable» (20). 

Y la legislación sectorial que se ha ve­
nido promulgando desde la década de 
los años ochenta no permite ser excesi­
vamente optimista: 

• La Ley 29/ 1985, de 2 de agosto, de 
Aguas, establece ciertamente el principio 
abstracto de compatibilidad de la gestión 
pública del agua con la ordenación del te­
rritorio, la conservación y protección del 
medio ambiente y la restauración de la 
naturaleza, pero lo hace en el contexto de 
la proclamación simultánea de los prin­
cipios estrictamente sectoriales de uni­
dad de gestión del agua y de respeto a la 
unidad de cuenca, los sistemas hidráuli­
cos y el ciclo hidrológico (art. 13.3, en re­
lación con l. 0 y 2. 0 ) y, en todo caso, de-

(19) En el semido de no darle la trascendencia 
que indudablemente tiene y, por tanto, no singu­
larizarlo mediante un tratamiento especifico. 

(20) La expresión «legislación aplicable» uti­
lizada por el precepto citado dificilmeme puede 
entenderse como alusiva a la legislación urba­
nística autonómica, pues sería muy discutible 
que las Comunidades Autónomas pudi era n 
enervar la eficacia de las decisiones de otras Ad­
ministraciones y, en particular, de la General del 
Estado, exclusivamente sobre la base de su títu­
lo competencia! legislativo en la materia ordena­
ción del territorio y el urbanismo. 

fine un sistema propio de planificación 
sectorial hidrológica (comprensivo de 
determinaciones y acciones de clara re­
percusión en la utilización del territorio ; 
arts. 38 y sgs.), sin otra conexión directa 
con la planificación territorial que preci­
samente la prescripción del respeto de 
las previsiones de aquella planificación 
sectorial por la planificación urbanística, 
concluyendo en su disposición adicional 
séptima con la sanción de la indepen­
dencia esencial entre las políticas del 
agua y de la ordenación del territorio. 

• La Ley 22/ 1988, de 28 de julio, de 
Costas define de forma muy amplia (in­
clusiva desde luego de la ordenación de 
su utilización y aprovechamiento: art. 
2) los fines de la actuación administra­
tiva sobre el dominio público maríti­
mo-terrestre y, a tal efecto, confiere con 
generosidad competencias a la Admi­
nistración General del Estado (arts. l 11 , 
111 y 112; la enumeración incluye la 
aprobación de las normas para la pro­
tección de tramos de costa (21) y la pro­
yección y ejecución de obras. Frente a la 
de dichas competencias, las relativas a 
la de las de las Comunidades Autóno­
mas y los Municipios (arts. 114 y 115) 
aparecen poco precisas y de escaso 
contenido, aunque desde luego se res­
petan las asu mid as estatutariamente 
por las primeras. Las previsiones lega­
les se cierran en este punto con una re­
gulación de las relaciones interadminis­
trativas (arts. 116 y 117) que si encabe­
zada con la proclamación del positivo 
principio del ajuste de sus relaciones re­
cíprocas por las Administraciones cuyas 
competencias incidan en el ámbito es­
pacial regulado por la Ley a los deberes 
de información mutua, colaboración, 

(21) la Sentencia del Tribunal Constirucional 
149/ 1991, de 4 de julio, declaró inconstirucional 
el artículo 34 de la Ley y, por tanto, la variante 
más agresiva (desde el punto de vista autonómi­
co) de las normas (generales y específicas) para 
tramos de coscas determinados, sobre protec­
ción y utilización del dominio marítimo-terres­
tre. Subsisten las normas previstas en el artículo 
22 de la Ley. 



coordinación y respeto a dichas compe­
tencias, se centra (art. 117) curiosamen­
te en la tramitación del planeamiento te­
rritorial y urbanístico para prescribir no 
sólo el preceptivo informe de la Admi­
nistración General del Estado (previo a 
la aprobación inicial del referido planea­
miento), sino también el pronuncia­
miento obligado de ésta inmediatamente 
antes de la aprobación definitiva. Es cier­
to que la referencia a la apertura de un 
período de consultas y a la consecución 
de un acuerdo como finalidad de las 
mismas es claramente indicativa de que 
el pronunciamiento negativo no bloquea 
por si mismo la aprobación del plan te­
rritorial o urbanístico, pero no lo es me­
nos que la contemplación exclusivamen­
te (como consecuencia) de la preceptivi­
dad de una nueva información pública 
en el supuesto de que el acuerdo alcan­
zado implique la modificación sustancial 
de dicho plan evidencia la posición de 
superioridad en que implícitamente se 
coloca a la Administración General del 
Estado, pues parece que las únicas alter­
nativas plausibles son el acuerdo o el 
conflicto judicializado. En todo caso, es 
significativo que la ausencia de toda 
mención, a propósito de las relaciones 
interterritoriales, de la e laboración y 
aprobación de las normas y de las obras 
de competencia de la Administración 
General del Estado: dichos procedi­
mientos son, pues, exclusivos y ordina­
rios de esta Administración, sólo que en 
ellos (los relativos a las normas: art. 22) 
se contempla la emisión de informes por 
las Comunidades Autónomas y los Mu­
nicipios afectados que, en el caso de ser 
negativos y provocar la existencia de 
«discrepancias sustanciales» (22), deter­
minan la apertura de un período de 
consultas para la resolución de común 

(22) El Reglamento de la Ley (art. 42) condi­
ciona la aprobación de las normas a la consecu­
ción de un acuerdo entre las Admmistrac1ones 
d1screpantes. Ocurre que, al tratarse de un pro­
ced1m1ento ordinario de la Administración Ge­
neral del Estado, debe entenderse que queda en 
manos de ésta la mterprecac1ón de cuando se ha 
producido una discrepanc.ia sustancial y opera 
la preceprividad del acuerdo. 

acuerdo las diferencias. No puede dejar 
de señala rse, por último, que aquí, al 
igual que en el caso de la ley de Aguas, 
el sistema legal aparece presidido, en 
cualquier caso, por el principio de la se­
paración e independencia de las deter­
minaciones (y, por tanto, las competen­
cias) de ordenación del dominio públi­
co marítimo-terrestre y de la 
ordenación territorial (disposición adi­
cional sexta). 

Con entera independencia de los de­
fectos que aún puedan imputarse a esta 
regulación legal, no puede negarse el 
avance que, en el terreno que aquí nos 
ocupa, representa. Los mecanismos 
procedimentales en ella previstos fuer­
zan por primera vez a un diálogo direc­
to y razonado, aún en momento opor­
tuno, entre las Administraciones preci­
samente sobre la entidad y el alcance de 
los intereses que respectivamente ges­
tionan y, consecuentemente, a la bús­
queda y el encuentro de una solución fi­
nal que los armonice o compagine. 

• la Ley 25/1988, de 29 de julio, de 
Carreteras, prácticamente simultánea a 
la anterior, representa, sin embargo, un 
paso atrás en la filosofía que parecía in­
troducir ésta. El texto legal se concentra 
en el sistema de planificación sectorial 
de las carreteras, postulando única­
mente para el, y desde el principio de la 
unidad del sistema de comunicaciones, 
la coordinación imenerritorial (an. 5). 
No obstante, el procedimiento de apro­
bación de los proyectos de carreteras 
estatales contempla (an . 10) un trámite, 
estando el proyecto aún en fase de estu­
dio informativo, de informe de las Co­
munidades Autónomas y los Munici­
pios en relación con la adecuación del 
proyecto al «interés general y ... los in­
tereses de las localidades, las provincias 
y Comunidades Autónomas», pero la 
virtualidad de tal trámite resulta conce­
bida en términos absolutamente tradi­
cionales: su no emisión en plazo deter­
mina la presunción de conformidad 
con el proyecto y la emisión expresa en 
sentido negativo simplemente provoca 
la elevación de la decisión al Consejo de 
Ministros, que decide unilateralmente 
sobre la ejecución del proyecto y, en ca-

so positivo, ordena la modificación o 
revisión del planeamiento urbanístico 
afectado; con ello, puede entenderse 
que la regla general implícita en la ley 
es la de adaptación de la planificación 
territorial a la planificación sectorial. 

Así parece confirmarlo tanto la dis­
posición (art. 10.2) de que la redacción, 
modificación o revisión del planea­
miento territorial, cuando afecte acarre­
teras estatales (supuesto absolutamete 
normal) determina, antes de la aproba­
ción inicial, el trámite de informe pre­
ceptivo y, además (lo que es decis ivo) 
vinculante, de la Administración Gene­
ral del Estado, como la previsión de que 
la aprobación de los correspondientes 
estudios de carreteras referidos a Muni­
cipios sin planeamiento territorial urba­
nístico comporta automáticamente la 
inclusión de dichas carreteras en los 
instrumentos de planeamiento que se 
aprueben con posterioridad (ambas de­
terminaciones sancionan la prevalencia 
del interés y la competencia sectoriales). 

Sólo para las carreteras que inciden 
en el tejido urbano (travesías y redes ar­
teriales) contempla la Ley una solución 
más equilibrada, Jo que revela que a la 
misma subyace una concepción estre­
cha de la ordenación urbanística como 
equivalente a la ordenación de la ciu­
dad. En este supuesto el artículo 38 
prescribe el acuerdo mteradministrati­
vo para toda actuación, si bien no inno­
va en punto a los procedimientos, re­
mitiéndose a los que estén legalmente 
previstos. De nuevo aquí, sin embargo, 
la restricción de que, a falta de acuerdo, 
la Administración General del Estado 
(elevándose la competencia, eso sí, al 
Consejo de Ministros) puede resolver 
unilateralmente cuando se trate de la 
ejecución de tramos de redes arteriales 
que formen o puedan formar parte de la 
red estatal de carreteras. 

No son mejores las soluciones lega­
les en punto a la disciplina de los actos 
de aprovechamiento del suelo, especial­
mente en las zonas colindantes con las 
carreteras y sujetas a las limitaciones 
definidas por la Ley. El artículo 12 ex­
cluye las obras de construcción, repara­
ción o conservación de carreteras esta-
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tales del control preventivo urbanístico 
general. Y en materia de uso y defensa 
de las carreteras estatales en general, la 
regulación se inspira (arts. 20 y sgs.) en 
la separación e independencia de las 
competencias sectoriales y terroriales­
urbanísticas (al punto de que ordena 
mecanismos de protección de la legali­
dad de las carreteras paralelos a los ur­
banísticos: an. 27). Unicamente tratán­
dose de travesías y tramos urbanos de 
carreteras se contemplan alternativas 
mas sofisticadas segun los casos: otor­
gamiento de la autorización por el Mu­
nicipio con informe (vinculante) de la 
Administración General del Estado, 
otorgamiento por el Muni cipio con 
simple informe previo de dicha Admi­
nistración y otorgamiento por el Muni­
cipio sin mas (an. 39). 

• El paso atrás constatado para la 
ley de Carreteras había comenzado ya a 
darse con la Ley 16/ 1987, de 30 de ju­
lio, de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. Pues la regulación que en 
ella se hace (arts. 150 y sgs.) no rebasa 
a lógica sectorial estricta y, por tanto, no 
realiza prácticamente pronunciamiento 
significativo alguno sobre la relación 
con la ordenación territorial (aunque se 
remite, en punto a la policía de ferroca­
riles, a las determinaciones sobre uso y 
defensa de las carreteras contenidas en 
la legislación reguladora de éstas: an. 
168 ). la disposición más relevante al 
respecto es la contenida en el artículo 
179, a cuyo tenor en la at ribució n a 
RENFE de la gestión de los servicios fe­
rrovia rios se entiende implícitamente 
comprendidas (como otorgadas) todas 
las autorizaciones, permisos o licencias 
administrativas precisas o convenien­
tes para las obras de conservación, en­
tretenimiento y reposición de sus líne­
as e instalaciones y demás servicios au­
xiliares directamente relacionados con 
la explotación ferroviaria. Asi pues, só­
lo las nuevas obras están sujetas a auto­
rización o licencia de la Administración 
competente y únicamente cuando afec­
ten a los planes urbanísitcos o a las dis­
posiciones sobre establecimientos incó­
modos, insalubres, nocivos o peligrosos 
(entendiéndose otorgada la licencia por 

simple transcurso del plazo de un mes 
sin respuesta administrativa). Pero, ade­
más, las ob ras nuevas «i naplazables» 
(por razones de seguridad u otras cau­
sas graves) pueden emprenderse y eje­
cutarse de forma inmediata, es decir, se 
entiende que sin licencia. 

• Las dos anteriores Leyes parecen 
haber supuesto efectivamente una iníle­
xión (de sentido negativo) en la evolu­
ción de la legislación sectorial , pues la 
reciente l ey 27 /1992, de 24 de no­
viembre, de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante sanciona ya un mode­
lo en el que es clara la prevalencia del 
interés y, por tanto, la competencia sec­
toriales sobre los horizo ntales te rrito­
riales y urbanísticos (23). El texto legal 
p rescinde de cualquier preocupación 
relativa al plano de la planincación ge­
neral de los puertos, establece única­
mente el enteco trámite de informe (sin 
especial eficacia y con mecanismo de 
silencio positivo por mero transcurso 
del plazo) de las Comunidades Autóno­
mas y los Municipios en que se sitúen 
las zonas de servicio de los nuevos 
puerros (an. 20) y se centra exclusiva­
mente en la coordinación de la ordena­
ción de las instalacio nes y espacios por­
tuarios existentes (art. 18), concibiendo 
dicha coordinación curiosamente des­
de la inicial imposición a la ordenación 
territorial de los tipos de planes con ca­
pacidad de ordenación (el planeamien­
to general y el especial) y las determina­
ciones a establecer (calificación d e la 
zona de servicio como sistema general 
portuario) y el establecimiento para di­
cha ordenación nada menos que de la 
limitación general derivada de la suma 
de la prohibición de cualquier determi­
nación urbanística que suponga interfe­
rencia o perturbación en el ejercicio de 
la competencia de explotación portua­
ria y del mandato de inclusión de las 

(23) Sobre dicho modelo, exponiendo una 
opinión negativa del mismo, L. Parejo Alfonso, 
«Dominio público portuario y ordenación terri­
torial: competencias del Escado y de las Comu­
nidades Autónomas», RDU núm. 135, pp. 13 y 
siguicmes. 

medidas y previsiones necesarias para 
garantizar una eficiente explotación del 
espacio portuario, su desarrollo y su 
conexión con los sistemas generales de 
transpone terrestre. 

Sobre lo anteri or, la utilización -en el 
procedimiento de aprobación del pla­
neamiento urbanístico especial dirigido 
a concretar la ordenación de la zona de 
servicio portuaria- de la técnica del 
pronunciamiento sectorial previo (in­
m ediatamente antes de la aprobación 
definitiva del plan) y de las consultas in­
teradministrati vas para alcanzar un 
acuerdo en caso de pronunciamiento 
negativo, conduce a una verdadera des­
virtuación de dicha técnica, en la medi­
da en que se establece que el pronuncia­
miento sectorial negativo impide toda 
decisión por parte de la Admi nistración 
de la ordenación territorial (lo que otor­
ga una posición fuerte a la Administra­
ción portuaria) y luego que, transcurri­
dos seis meses sin acuerdo, el desblo­
queo de la situación se alcanza por la via 
de la elevación de la competencia de in­
forme sectorial al Consejo de Ministros 
y el otorgamiento al informe de éste de 
carácter vinculante;'. (lo que significa la 
prevalencia del interés y la competencia 
sectoriales). La finalidad de debilitación 
de la ordenación territorial se consuma 
con el otorgamiento a los planes secto­
riales de utilización del espacio portua­
rio de una función subsid iaria del pla­
neamiento especial (cuya aprobación 
puede ser bloqueada por la Administra­
ción interesada) y la exclusión de las 
obras en el dominio público portuario 
del control preventivo urbanístico gene­
ral, con sustitución del mismo por un 
mero informe del Municipio (an. 19). 

Co11sideracio11es finales : apuntes para 
una solución legislativa general 

Como se ha señalado ya, la plenitud 
de las condi ciones precisas para un 
funcionamiento del sistema estatal en 
su conjunto idóneo para el gobierno del 
territorio sólo las puede generar el or­
denamiento general del Estado y preci­
samente mediante el establecimiento de 
un procedimiento de la ordenación te­
rr itorial, es decir, de las reglas y los 



principios a observar en cualesquiera 
toma de decisiones que comprometan 
dicho gobierno del terrirorio como par­
te del procedimiento administrativo co­
mún constitucionalmente previsro. 

Condición misma para el estableci­
miento y la efectividad de tal solución 
es la aceptación y aplicación del princi­
pio de inexistencia, en un Estado com­
puesto como el nuestro, de prelación al­
guna previa, formal y general entre las 
competencias públicas, ni siquiera en­
tre las de distintas instancias territoria­
les (24). En el Estado autonómico, en 
efecro, la unidad no tiene una construc­
ción única y a priori, sino diversa en 
función de los valores y bienes protegi­
dos en presencia en cada caso. Esta 
comprobación, asumida ya para el pla­
no normativo -la integración por el or­
denamiento estatal de una pluralidad 
de ordenamientos territoriales no jerar­
quizados entre sí (25) y articulados en 
un sistema por la Constitución- debe 
extenderse a la totalidad de las decisio­
nes de los poderes públicos constitui­
dos. Pues, desde la perspectiva territo­
rial, no existe jerarquía tampoco entre 
las competencias de dichos poderes, 
por lo que el valor y el alcance de las de­
cisiones adoptadas en su ejercicio no 
deriva del titular de la competencia y de 
su posición en la organización territo­
rial del Estado, sino exclusivamente del 
orden constitucional. Ninguna de las 
instancias territoriales constituidas tie­
ne atribuida por éste, en efecto, compe­
tencia que habilite para definir el alcan­
ce y el valor de las competencias de otra 
u otras instancias (esta idea es la que la­
te, aunque mal utilizada, la afirmación 
por la Sentencia del Tribunal Constitu­
cional de 5 de agosto de 1983 de la in­
terdicción de normas puramente inter-

(24) Se ennende hecha esta afirmación con 
relación a las competencias propias y depndo al 
margen las conferidas por delegación o p.or cual­
quier otro título que permita una legíuma inci­
dencia en el ejercicio de la competencia. 

(25) Debe entenderse salvada aquí la peculia­
ndad del ordenamiento local, en tanto que exclu­
sivamente de carácter y alcance administrativo 

pretativas del orden constitucional). La 
distribución competencia[ está siempre 
por encima del juego concreto de las 
competencias, por cuanto la Constitu­
ción sólo es realizable -en lo que aquí 
ahora importa- desde el pluralismo te­
rritorial , que implica la participación de 
todas las competencias defmidas como 
tales en el proceso de toma de la decisión 
correspondiente. Pues, desde el princi­
pio de la Constitución como unidad y 
sistema, todas y cada una de ellas son 
instrumentalmente necesarias para la 
correcta y plena actualización de los va­
lores y bienes asumidos por aquélla. Por 
tanto, el supuesto de colisión entre com­
petencias de los poderes públicos es, a 
los efectos que aquí importan, entera­
mente equiparable al de colisión entre 
poderes jurídicos subjetivos de los suje­
tos ordinarios (significativamente, los 
derechos fundamentales y las libertades 
públicas), por lo que si para la de éstos la 
solución consiste en su acomodación re­
cíproca en búsqueda de la solución que 
satisfaga la máxima satisfacción simultá­
nea posible de los derechos en tensión 
(con prohibición en todo caso de la le­
sión del contenido o núcleo esencial de 
cualquiera de los implicados), para la de 
aquéllas la aplicable no debe ser distinta. 
Así parece poder deducirse ya del razo­
namiento de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 149/ 1991, de 4 de julio, 
cuando identifica la función esencial de 
la ordenación territorial en la armoniza­
ción de las actuaciones públicas con in­
cidencia o repercusión físicas. En la 
Constitución es clara la conexión, entre 
términos de servicialidad, entre la distri­
bución del poder público y de las conse­
cuentes competencias al doble o rden 
sustantivo de los intereses públicos en 
cada caso presentes, de un lado, y de los 
valores, bienes y principios protegidos, 
de otro, de suerte que la legitimidad del 
ejercicio de dichas competencias y, por 
tanto, de las decisiones a que el mismo 
aboque depende estricta y exclusiva­
mente del adecuado servicio a los intere­
ses y de la satisfacción de éstos de con­
formidad con los valores, bienes y prin-

cipios pertinentes. En definitiva, el fun­
damento de las decisiones radica en la 
corrección de la percepción, valoración 
y definición del interés público, de don­
de se sigue que la concurrencia de una 
pluralidad de intereses públicos requie­
re inexcusablemente la intervención, en 
la forma mas idónea para la realización 
de la unidad constitucional material, de 
cuantas competencias estén articuladas 
para la gestión de todos y cada uno de di­
chos intereses. 

Sobre esta base, los elementos esen­
ciales de todo proceso de roma de deci­
siones relevantes para el gobierno del 
territorio deben ser los siguientes (26): 

a) Intervención suficiente, adecuada 
y oportuna de todos los centros titulares 
de competencias para la gestión de los 
intereses públicos relevantes en el caso. 

b) Ponderación efectiva y razonada 
de todos los intereses públicos relevan­
tes sobre la base y con arreglo al orden 
consitucional y para la identificación fi­
nal del interés general objetivo (utili­
zando como mérodo la armonización o 
compaginación de aquéllos intereses). 

c) Motivación suficiente en todo caso 
de la solución final (por relación a su 
conformidad al orden constitucional 
sustantivo), a los efectos de posibilitar, 
en su caso, la reproducción en sede ju­
dicial del entero proceso de toma de la 
decisión. • 

Luciano Parejo Alfonso 
Catedrático de Derecho 

Administrativo. Universidad 
Carlos IlI de Madrid 

(26) Sobre las caracteristicas de los procesos 
decisionales en materia de gobierno del territo­
no acertadamente ya,jav1er García Bellido. «Po­
liuca remtonal y de aguas. Aproximación a la es­
tructura de las relaciones mtcradministranvas 
en las intervenciones sobre el temtorio», en el li­
bro colecnvo coordinado por A. Salvador, «Ley 
de Aguas: ana'hsis de la jurisprudencia constitu­
c10nal», Ed MAP/ lNAP, Madnd 1990, pp. 165 y 
siguientes. 
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